
JUSTICIA 

� El proyecto tuvo 144 apoyos y 102 votos en contra además de nueve abstenciones, en el debate en Diputados.  

� El texto busca, según fundamentó el oficialismo, evitar la emisión monetaria, entre otros puntos.  

� Milei festejó el aval legislativo.  

� Ahora, la iniciativa pasará al Senado.  

� Mientras tanto, la Cámara Baja también aprobó los cambios a la Inocencia Fiscal.  

� Previamente, los bloques opositores intentaron votar un proyecto para abordar la morosidad.  

� No se lograron los dos tercios pero sí el número para sancionarlo si previamente se aprueba en comisiones.
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Reforma de la Carta Orgánica del Central: 
Milei celebró la media sanción  
pero la oposición mostró “músculo”

`
on respaldo de sectores alia-
dos, el oficialismo logró 
aprobar con una mayoría 

holgada la reforma de la Carta Or-
gánica del Banco Central, definida 
por el propio presidente Javier Mi-
lei como la medida legislativa 
"más importante" de esta etapa de 
su Gobierno. 

La iniciativa recogió 144 votos afir-
mativos, 102 negativos y nueve abs-
tenciones, y será girada al Senado. 

El proyecto busca consolidar el 
principio de la emisión cero, por 
considerar que impacta directa-
mente sobre la inflación. 

Para “pisar” la emisión moneta-
ria, se prohíben los adelantos tran-
sitorios al Tesoro, los préstamos a 
las provincias, el uso de letras in-
transferibles y se limita la transfe-
rencia de utilidades a ganancias 
reales obtenidas por la entidad. 

 
Las diferentes ponencias 
El debate fue abierto por el presi-
dente de la comisión de Finanzas, 
Santiago Pauli, quien aseguró que 
esta reforma busca que el Banco 
Central "no sea saqueado, no se 
convierta en una herramienta de 
hacer política" y para que "volva-
mos a tener un peso fuerte para 
que nuestro país, de una vez por 
todas, avance, y que los argentinos 
vuelvan a recuperar la capacidad 
de ahorrar, de progresar, de plani-
ficar a largo plazo y de vivir la vida 
que tienen". 

Agregó que  "el mal uso del Ban-
co Central tuvo como consecuen-
cia que pasó a convertirse en una 
extensión del Ministerio de Eco-
nomía o del Poder Ejecutivo de 
turno" 

Destacó que con esta reforma 
"vamos a eliminar los adelantos 
transitorios, vamos a prohibir los 
préstamos al gobierno nacional, a 
las provincias, a Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires, prohibir la 
compra de títulos del Estado na-
cional en el mercado primario". 

El vicepresidente de la Comisión 
de Presupuesto, Itai Hagman, ase-
guró que con esta reforma se bus-
ca "blindar una política cuyos re-
sultados no fueron los que el go-
bierno esperaba", y dijo que con 
esta modificación "se garantizan 
que esas tasas de interés usurarias 
permitan que algunos especula-
dores sigan abusándose” de los ar-
gentinos. 

"Deberíamos estar discutiendo 
cómo hacemos para evitar que se 
sigan cerrando empresas en el pa-
ís", agregó. 

Destacó que hay 6 millones de 
personas atravesadas por el pro-

blema del endeudamiento y la mo-
ra y otros tantos millones que no 
están en mora, pero están con la 
soga al cuello” y por eso "debería-
mos estar discutiendo cómo aliviar 
a esas familias". 

El diputado de Encuentro Fede-
ral Miguel Ángel Pichetto afirmó 
que "nunca estuve de acuerdo con 
un criterio de rigidez porque pien-
so que, en primer lugar, antes que 
la economía, está la política, y el 
Banco Central tiene que estar sub-
ordinado al interés general del pa-
ís y al rumbo que marque el Poder 
Ejecutivo Nacional pensando fun-
damentalmente en el crecimiento 
y en el desarrollo" 

"El señor (Santiago) Bausili, ¿re-
almente creen que pueden tomar-
le el pelo a la gente? Hablar de au-
tonomía cuando el presidente del 
Banco Central es el socio de la ofi-
cina donde trabajaron junto al mi-
nistro de Economía, y tienen esa 
tarea de trader desde hace muchos 
años. ¿De qué autonomía me ha-
blan? Pretenden plantear este de-
bate de la Carta Orgánica y mante-
nerlo al presidente del Banco Cen-
tral, que es el socio y amigo del mi-
nistro Caputo”, agregó 

El diputado de la UCR Guillermo 
Agüero dijo al defender el proyecto 
que esta reforma busca" dotar al 
Banco Central de independencia, 
de atribuirle un mandato único y 
de prohibir los financiamientos al 
Tesoro vía adelantos transitorios o 
transferencias vinculadas con uti-
lidades ficticias relativas a diferen-
cias en el valor de los tipos de cam-
bio o las reservas internacionales 
utilizadas para pago de deuda 
contra letras intransferibles, que 
no hicieron más que generar un 
enorme deterioro en nuestra mo-
neda" 

Agregó que "cuando se le exige 
al Banco Central un mandato múl-
tiple de preservar el valor de la mo-
neda a la vez que cuidar el empleo, 
financiar al Tesoro y dirigir el cré-
dito no termina cumpliendo abso-
lutamente ninguna de las funcio-
nes en su cabal dimensión". 

Maximiliano Ferraro (Coalición 
Cívica) sostuvo que “estamos fren-
te a una reforma de una enverga-
dura significativa, no tanto por vir-
tud propia del actual Gobierno si-
no por el contraste y la compara-
ción de lo que han sido los últimos 
20 años en la Argentina".  

“No le mintamos a los argenti-
nos. El Banco Central hoy con es-
ta sanción no queda blindado, 
porque sigue existiendo la posibi-
lidad de que se dicten Decretos de 
Necesidad y Urgencia, como así 

sucedió en lo que fue el Fondo del 
Bicentenario, en donde clara-
mente a través de un DNU, se ma-
notearon reservas del Banco Cen-
tral", indicó. 

Lisandro Nieri (UCR), en tanto, 
defendió la reforma del Gobierno 
para reducir la función del Banco 
Central a un solo mandato: la pre-
servación del valor de la moneda. 

"Países que ya superaron el pro-
blema de la inflación pueden tener 
como objetivos el desarrollo o el 
empleo, pero nosotros debemos 
primero sepultar al flagelo de la in-
flación y por eso el mandato prin-
cipal del Banco Central debe ser 
preservar el valor de la moneda", 
dijo el diputado radical. 

"La solución es ir a la raíz del 
problema. La primera solución 
es sobre todo no gastar por so-
bre nuestras posibilidades, no 
tener déficit fiscal", finalizó el 
mendocino. 

 
El texto en detalle 
El proyecto elimina la multiplici-
dad de propósitos que se adjudi-
caba el Banco Central a través de 
su Carta Orgánica y mantiene co-
mo único mandato el de preser-
vación del valor de la moneda, 
prohibiendo el financiamiento 
del Tesoro. 

“Volver al mandato único impli-
ca principalmente reconocer la 
naturaleza monetaria de la infla-
ción. La inflación es siempre y en 
todo lugar un fenómeno moneta-
rio generado por un exceso de 
oferta que conlleva una pérdida 
del poder adquisitivo del dinero. 
No debiera ser tarea del Banco 
Central ocuparse de otros objeti-
vos”, se indica. 

“De esta forma se remueven del 
elenco de atribuciones del Direc-
torio las funciones de orientación 
del crédito hacia destinos determi-
nados y las políticas crediticias di-
ferenciadas, propias de la banca 
de fomento y ajenas a la misión de 
una autoridad monetaria, cuya 
persecución por la vía de la emi-
sión o de la regulación distorsiva 
ha demostrado ser ineficaz para 
sus fines declarados y lesiva para la 
preservación del valor de la mone-
da”, explica el proyecto. 

Por otra parte, se busca fortale-
cer la independencia del Banco 
Central, por ejemplo endurecien-
do los requisitos para remover al 
presidente y a los directores del or-
ganismo, exigiendo una mayoría 
de dos tercios en ambas cámaras 
del Congreso nacional para blin-
darlos de los cambios en los go-
biernos. 

Apoyos 
Respecto a los votos que permitie-
ron aprobar la media sanción en 
Diputados, el bloque libertario co-
mandado por Gabriel Bornoroni 
contó con apoyo del PRO, la UCR, 
parte de Provincias Unidas y varie-
dad de bloques provinciales liga-
dos a los gobernadores. El cordo-
bés Martín Llaryora mandó a sus 
diputados a acompañar; la única 
excepción fue el democristiano 
Juan Brügge, que se abstuvo. 
Unión por la Patria, la cordobesa 
Natalia De la Sota, Miguel Pichetto 
(Encuentro Federal) y la izquierda 
votaron en contra. 

 
Milei 
Luego de la media sanción de los 
cambios al Banco Central, fue cele-
brada por el presidente Javier Milei. 

En un posteo en redes, Milei se-
ñaló: “Muchas gracias Diputados 
Nacionales por acompañar el pro-
yecto de reforma de la Carta Orgá-
nica del BCRA. Un paso funda-
mental para erradicar a la infla-
ción de la vida de los argentinos de 
bien...!!! Ahora a pelearla en el Se-
nado. VLLC!”, escribió el manda-
tario en sus redes sociales.  

 
Inocencia Fiscal 
En tanto, ya pasadas las 23, el ofi-
cialismo también logró aprobar la 
nueva ley de Inocencia Fiscal con 
la que el Gobierno busca ampliar 
el universo de contribuyentes que 
podrán adherir al Régimen Simpli-
ficado del Impuesto a las Ganan-
cias. 

Así, el Gobierno se alzó con la se-
gunda victoria consecutiva en la 
maratónica sesión al alcanzar la 
media sanción de esta iniciativa, 
con 139 votos a favor, 110 en con-
tra y 10 abstenciones. 

El proyecto, que modifica aspec-
tos de la ley 27.799 de Inocencia 
Fiscal, permite que todas las per-
sonas humanas y sucesiones indi-
visas residentes en el país puedan 
optar por esa modalidad, sin topes 
de ningún tipo en cuanto a ingre-
sos y patrimonio. 

En la actualidad podían sólo 
adherirse los que tengan un in-
greso anual de $1.000 millones y 
un patrimonio de hasta $10.000 
millones. 

La nueva iniciativa también ex-
tiende el plazo para acceder a los 
beneficios hasta el 31 de diciem-
bre de 2027. 

Otro punto clave es que se man-
tienen las facultades de fiscaliza-
ción de ARCA sobre los contribu-
yentes de mayor capacidad eco-
nómica o relevancia recaudatoria. 

En ese contexto, se redefine el 
concepto de "discrepancia signifi-
cativa", que es el criterio que habi-
lita a ARCA a impugnar una decla-
ración jurada simplificada y revisar 
las declaraciones del Impuesto a 
las Ganancias. 

Esa discrepancia se configurará 
cuando la impugnación arroje un 
incremento del impuesto determi-
nado o una reducción de quebran-
tos no inferior al 15 % respecto de 
lo declarado por el contribuyente. 

En tanto, se establece que los 
contribuyentes que adhieran a es-
te régimen simplificado deberán 
realizar sus operaciones a través 
del sistema financiero formal, uti-
lizando medios autorizados por el 
Banco Central o la Comisión Na-
cional de Valores (CNV).  

En cuanto a los últimos cambios 
aplicados en el dictamen, se acor-
dó reducir 25% las multas por in-
fracciones formales a las pequeñas 
y medianas empresas. 

 
La oposición mostró “músculo” 
Previo al tratamiento de los dos 
proyectos del Ejecutivo que logra-
ron media sanción en Diputados, 
la oposición alcanzó 133 votos pa-
ra intentar tratar los proyectos de 
ley vinculados con el endeuda-
miento de las familias y la emer-
gencia en discapacidad. 

Para debatirlos “sobre tablas”, 
necesitaban los dos tercios de los 
votos. No los consiguieron pero los 
referentes de distintos bloques 
confirmaron que pedirán una se-
sión especial para el 9 de septiem-
bre con el objetivo de forzar el tra-
tamiento de esos temas. 

El dato es una alerta amarilla pa-
ra la Libertad Avanza porque la 
mayoría opositora no quedó limi-
tada a Unión por la Patria, Provin-
cias Unidas y la izquierda: se su-
maron bloques provinciales que 
habitualmente acompañan inicia-
tivas del oficialismo. 

Argentina Federal, Independen-
cia, Elijo Catamarca y La Neuqui-
nidad aportaron 14 votos a favor 
de los pedidos de tratamiento so-
bre tablas, mientras que la UCR, el 
MID y Producción y Trabajo opta-
ron por abstenerse. 

Si el 9 de spetiembre se repi-
tieran la cantidad de votos, la 
oposición estará en condiciones 
no sólo de reunir quórum sino 
además de emplazar a las comi-
siones de Finanzas y Presupues-
to y Hacienda (conducidas por el 
oficialismo), de esa forma forzar 
el tratamiento de las múltiples 
iniciativas que existen sobre 
esos dos temas. 

El proyecto tuvo 144 apoyos y 102 votos en contra además de nueve abstenciones, en el debate en Diputados.  
El texto busca, según fundamentó el oficialismo, evitar la emisión monetaria, entre otros puntos. Milei festejó el 
aval legislativo. Ahora, la iniciativa pasará al Senado. Mientras tanto, la Cámara Baja también aprobó los cambios 
a la Inocencia Fiscal. Previamente, los bloques opositores intentaron votar un proyecto para abordar la morosidad. 
No se lograron los dos tercios pero sí el número para sancionarlo si previamente se aprueba en comisiones
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Banco Central: zapatero a tus zapatos

i
a propuesta de reforma de la 
Carta Orgánica del Banco 
Central de la República Argen-

tina (BCRA) constituye un giro ins-
titucional de elevada trascenden-
cia, orientado a recuperar la auto-
nomía de la autoridad monetaria, 
a fortalecer la estabilidad de pre-
cios y a consolidar un marco de re-
glas capaz de anclar las expectati-
vas. El análisis parte de una premi-
sa central: si bien ninguna institu-
ción puede sustituir la disciplina 
fiscal y monetaria, la independen-
cia del BCRA resulta una condi-
ción necesaria para reducir la do-
minancia fiscal y preservar la esta-
bilidad de la moneda. 

La experiencia argentina mues-
tra los costos de haber subordina-
do la política monetaria a las nece-
sidades del Tesoro. La reforma de 
1992 había otorgado al BCRA un 
elevado grado de autonomía y 
priorizado la preservación del va-
lor de la moneda.  

Sin embargo, las modificacio-
nes de 2002 y, especialmente, la 
de 2012, revirtieron esa orienta-
ción. La ampliación del mandato 
hacia objetivos múltiples terminó 
debilitando la prioridad de la esta-
bilidad de precios y facilitando el 

financiamiento monetario del 
sector público.  

Entre marzo de 2012 y mediados 
de 2024, la inflación promedio al-
canzó 52% anual y llegó a 211% 
interanual al cierre de la adminis-
tración de Alberto Fernández. Pa-
ralelamente, se produjo una fuerte 
desmonetización, un deterioro de 
las reservas internacionales y un 
prolongado estancamiento de la 
actividad económica. 

En este contexto, el proyecto 
propone recuperar un mandato 
único: preservar el valor de la 

moneda. La concentración de 
objetivos permitiría establecer 
prioridades claras, facilitar la eva-
luación de la gestión y fortalecer 
la rendición de cuentas. No im-
plica desconocer el crecimiento, 
el empleo o la equidad social sino 
reconocer que la política mone-
taria no dispone de instrumentos 
adecuados para promoverlos de 
manera directa y sostenible. 

El segundo eje central es la 
prohibición taxativa del finan-
ciamiento monetario al sector 
público. Se propone eliminar los 

adelantos transitorios, los prés-
tamos a la Nación, a provincias, a 
la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires y a municipios, así como la 
compra de títulos públicos en el 
mercado primario y otros meca-
nismos que permitieron utilizar 
al BCRA como fuente de finan-
ciamiento fiscal. De esta manera, 
el gasto público debería finan-
ciarse mediante impuestos o en-
deudamiento autorizado por el 
Congreso; cuando esos recursos 
no estén disponibles, el mecanis-
mo de ajuste debería recaer so-
bre el gasto. 

El proyecto también fortalece la 
autonomía del BCRA mediante un 
régimen de remoción de sus auto-
ridades basado en causales objeti-
vas y con una mayoría de dos ter-
cios del Congreso. Además, elimi-
na la participación del ministro de 
Economía en las reuniones del Di-
rectorio, restringe el giro de utili-
dades al Tesoro y establece meca-
nismos destinados a fortalecer el 
patrimonio de la entidad y sanear 
su balance. 

La experiencia del Banco Cen-
tral de Reserva del Perú aparece 
como una referencia relevante. 
Su marco institucional combina 
autonomía, prioridad de la esta-
bilidad monetaria, restricciones 
al financiamiento del Tesoro y 
prohibiciones sobre regímenes de 
tipos de cambio múltiples. Esta 

experiencia permite identificar 
instrumentos que podrían contri-
buir a consolidar un esquema si-
milar en Argentina. 

No obstante, el proyecto requie-
re ajustes. En particular, resulta 
conveniente incorporar una prohi-
bición explícita de los controles 
cambiarios y tipos de cambio múl-
tiples, establecer límites a la capa-
cidad del BCRA de adquirir títulos 
públicos en el mercado secundario 
y cerrar posibles canales indirectos 
de financiamiento al Tesoro, como 
la utilización de títulos públicos 
para integrar encajes bancarios. 
También sería conveniente exigir 
mayorías calificadas para modifi-
car la Carta Orgánica y contemplar 
sanciones más severas para quie-
nes incumplan la prohibición de 
financiar al Estado. 

En definitiva, la reforma consti-
tuye una oportunidad para esta-
blecer reglas monetarias más sóli-
das y creíbles. Su autonomía no 
garantiza por sí sola una inflación 
baja: será indispensable acompa-
ñarla con responsabilidad fiscal y 
una política económica consisten-
te. El desafío consiste en lograr que 
el nuevo marco institucional se 
transforme en una regla de juego 
permanente, cuyo costo político y 
reputacional de reversión sea sufi-
cientemente elevado. El efecto so-
bre las expectativas probablemen-
te será gradual pero una arquitec-
tura institucional sólida puede 
contribuir a reducir la incertidum-
bre y consolidar, en el tiempo, la 
estabilidad monetaria y macroe-
conómica. 

Por Jorge Vasconcelos 

Investigador Jefe Ieral-Fundación Mediterranea 
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El Senado avanzó ayer miércoles 
en el debate para regular el merca-
do de carbono a escala nacional, 
en una jornada de comisiones en 
la que la Provincia de Córdoba ex-
puso su modelo de gestión am-
biental y energética como antece-
dente para la elaboración de un 
marco legal unificado.  

Se trata de una iniciativa que tie-
ne respaldo por parte de los gober-
nadores del norte, claves en cada 
discusión parlamentaria. 

El plenario de las comisiones de 
Legislación General, Ambiente y 
Presupuesto escuchó a referentes 
del sector público, privado y ONG 
con el objetivo de dar tratamiento 
a los proyectos de ley impulsados 
por los senadores Flavia Royón 
(Salta), Sonia Rojas Decut (Misio-
nes) y Jorge Capitanich (Chaco). 
Aunque no figura como autora de 
algunos de los proyectos, estuvo 
presente la senadora por Córdoba 
y que responde al Gobierno pro-
vincial, Alejandra Vigo, quien ma-
nifestó su apoyo a las iniciativas. 

Durante el encuentro, el secreta-
rio de Transición Energética de 
Córdoba, Pablo Gabutti, presentó 
las políticas impulsadas por la ges-
tión del gobernador Martín Llaryo-
ra para articular la acción climática 
con el desarrollo productivo. 

"En nuestra provincia propi-

ciamos que haya la mayor canti-
dad de biodigestores. El Gober-
nador tiene la convicción de que 
se puede hacer una acción cli-
mática inteligente que, lejos de 
entrar en conflicto con el des-
arrollo productivo, lo potencie 
por aumento de la competitivi-
dad, reducción de costos, agre-
gando valor y atrayendo inver-
siones", destacó Gabutti. 

El funcionario repasó los ejes del 
plan cordobés -que incluye energí-
as renovables, eficiencia energéti-
ca, biocombustibles y mercado de 
carbono- y detalló el desarrollo del 
Estándar Provincial CBA, una he-
rramienta técnica diseñada para la 
producción local. 

Según explicó el secretario, el in-
ventario provincial de gases de 
efecto invernadero arroja un resul-
tado de 30 millones de toneladas 
de dióxido de carbono anuales, de 
las cuales 50% proviene del sector 
energético.  

En ese marco, la apuesta a la bio-
tecnología busca capturar el meta-
no de efluentes agropecuarios y re-
llenos sanitarios para transformar-
lo en biogás e inyectar energía lim-
pia al Sistema Argentino de Inter-
conexión (SADI). 

Como ejemplo de aplicación 
concreta, Gabutti citó la experien-
cia de 3C Biogás SA, ubicada en 

General Cabrera e integrada por 
las cooperativas Cotagro y Copesp.  

Se trata de la primera planta de 
biogás del país en certificar crédi-
tos de carbono bajo el estándar 
normativo provincial. 

Con una auditoría a cargo del 
IRAM, la firma procesó más de 
200.000 toneladas de residuos or-
gánicos y logró la emisión de 

29.369 créditos de carbono (equi-
valentes a toneladas de CO₂ evita-
das) correspondientes al periodo 
2022-2024.  

Los activos fueron comercializa-
dos por medio del Mercado de Va-
lores y Activos Ambientales (ME-
VA), plataforma desarrollada junto 
a las bolsas de cereales de Córdoba 
y Bahía Blanca. 

Con vistas al debate legislati-
vo, el funcionario cordobés res-
paldó la aprobación de un mar-
co regulatorio a nivel federal: 
"Se pueden potenciar todas es-
tas experiencias con una nor-
mativa nacional que dé certeza 
jurídica, evite confusiones y 
atraiga inversiones a la Argenti-
na", concluyó. 

E
l ministro de Economía, Luis 
Caputo, anunció un plan para 
impulsar los créditos hipoteca-

rios utilizando un monto de $2 bi-
llones provenientes de partidas del 
Fondo de Garantía de Sustentabili-
dad (FGS) de la Anses, con el objeti-
vo de brindarles fondeo más acorde 
con los plazos extensos que requie-
ren los préstamos para vivienda. 

"Este monto que estaríamos lici-
tando de $2 billones daría solucio-
nes habitacionales para 17.000-
18.000 familias", afirmó el titular 
del Palacio de Hacienda en una 
conferencia de prensa, acompaña-
do del vicedirector del Banco Cen-
tral de la República Argentina 
(BCRA), Baltasar Felipe Romero 
Krause, y el director del FGS, Juan 
Cruz Michele. 

El ministro confirmó que esperan 
realizar la primera licitación la pró-
xima semana. "Ahí veríamos la evo-
lución de que tan rápido generan 
hipotecas los bancos", planteó. En 
otro momento de la conferencia, 
aclaró que "la función del FGS no es 
correr ningún riesgo crediticio de 
personas humanas, ése es el trabajo 
de los bancos" y ahondó: "El FGS 
simplemente provee de liquidez a 
los bancos y son los bancos los en-
cargados de dar el crédito, evaluar 
ese crédito y correr las consecuen-
cias naturales de ese negocio". 

 
Los detalles 
Ese monto total se irá adjudicando 
mediante licitaciones de $200.000 

millones cada una. Además, Capu-
to detalló que los plazos y tasas mí-
nimas contemplan dos tramos: uno 
a un año, con una tasa UVA más un 
spread mínimo de 2,50%, y otro a 
cinco años, con una tasa UVA más 
un spread mínimo de 4,50%. 

En lo referido a los créditos hipo-
tecarios que se otorgarán con estos 
fondos, la tasa máxima permitida 
será de UVA + 7,50%, con un plazo 
mínimo de 15 años y un monto 
máximo equivalente a 150.000 
UVA por cada crédito. 

Caputo dio un ejemplo del mon-
to al que podría acceder una fami-
lia con la nueva iniciativa del Go-
bierno: para una vivienda de 
US$106.667, un hogar deberá pre-
sentar ingresos netos por 
$3.460.391 y la cuota inicial será de 
$865.089. Por su parte, la tasa a pa-
gar por el crédito será de UVA + 7% 
y el plazo de 25 años. 

El titular de Hacienda adelantó 
que el BCRA será el encargado de 
ayudar al FGS a organizar las licita-
ciones y comunicar las condicio-
nes básicas de las subastas. En este 
sentido, Krause agregó que la au-
toridad monetaria también se ocu-
pará de supervisar que los bancos 
"cumplan con la obligatoriedad de 
los fondos para otorgar hipotecas 
en un plazo determinado". 

El equipo económico busca que 
las entidades financieras puedan 

obtener financiamiento durante 
varios años y reducir el descalce 
entre sus depósitos de corto plazo 
y los créditos hipotecarios de largo 
plazo. El objetivo es fortalecer el 
fondeo de los bancos y revertir la 
desaceleración que registraron los 
préstamos UVA durante los últi-
mos meses. 

Caputo aseguró que se busca re-
solver una problemática estructu-
ral del crédito hipotecario en Ar-
gentina: “El stock de créditos hipo-
tecarios en Argentina apenas re-
presenta dos puntos del Producto 
(Bruto Interno)". 

A modo de comparación, afirmó 
que en Chile "representa aproxima-
damente el 27%", mientras que Es-
tados Unidos "llegó a representar el 
75%", por lo que "hay un margen de 
crecimiento realmente muy, muy 
grande". Y señaló que esta iniciativa 
"va a ser un impulso muy importan-
te para el desarrollo de este merca-
do y para la economía en general". 

 
“Gran noticia” 
"Es una gran noticia para todas las 
familias argentinas, en particular 
para aquellas que ahora van a po-
der acceder a un crédito para com-
prar una vivienda propia, a una 
cuota muy similar a la de un alqui-
ler", manifestó Caputo. 

Además, agradeció el "trabajo 
realizado" por las distintas áreas 
impulsoras de la medida, entre las 
que destacó el FGS, al BCRA y el 
propio Ministerio de Economía. 
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Se sustentará en $2 billones del Fondo de Garantía de Sustentabilidad (FGS) de la Anses. 
Según explicó, la partida alcanza para asistir a más de 17 mil familias.  
Los préstamos serán por hasta 25 años a una tasa UVA más un margen de hasta 7,5% 

Caputo lanzó un plan para  
estimular el crédito hipotecario 
y generó expectativas

Avanza en el Congreso un proyecto 
impulsado por Córdoba para 
regular el mercado de carbono 
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rgentina vuelve a discutir 
una denominada Ley de Ino-
cencia Fiscal. La circunstan-

cia, por sí sola, debería invitarnos a 
una primera reflexión. Si para re-
cuperar la confianza de los ciuda-
danos en el sistema tributario re-
sulta necesario dictar, con pocos 
meses de diferencia, una segunda 
legislación destinada a corregir, 
ampliar o precisar la primera, pro-
bablemente el problema no se en-
cuentre solamente en la relación 
entre el contribuyente y la Admi-
nistración sino también en la cali-
dad de las reglas que el propio Es-
tado produce. La ley 27799 fue san-
cionada el 26 de diciembre de 
2025, promulgada en los primeros 
días de enero del corriente año y 
reglamentada mediante el decreto 
93/2026 de febrero pasado.  

Apenas unos meses más tarde, el 
Poder Ejecutivo remitió al Congre-
so un nuevo proyecto que vuelve a 
intervenir sobre el denominado 
Régimen de Declaración Jurada 
Simplificada, sobre las facultades 
de fiscalización de ARCA, sobre de-
terminadas presunciones tributa-
rias y, en definitiva, sobre el alcan-
ce del denominado “tapón fiscal”. 
Es difícil encontrar una demostra-
ción más elocuente de que el pri-
mer diseño, cuanto menos desde 
el punto de vista de la seguridad ju-
rídica que pretendía proporcionar, 
no alcanzó su objetivo. 

 
Simplificación  
Conviene comenzar por despejar 
una posible confusión. Nadie pue-
de objetar seriamente que el siste-
ma tributario argentino necesita 
simplificación. Es complejo, ines-
table, costoso, burocrático y, con 
demasiada frecuencia, coloca al 
contribuyente frente a obligacio-
nes formales cuya multiplicación 
no necesariamente mejora la re-
caudación ni combate con mayor 
eficacia la evasión.  

Tampoco resulta reprochable 
que el Estado procure que recursos 
actualmente mantenidos fuera del 
circuito formal ingresen al sistema 
financiero, se destinen al consumo 
o se transformen en inversión. Es-
tos son objetivos perfectamente le-
gítimos.  

El problema comienza cuando, 
bajo la denominación atractiva de 
“inocencia fiscal”, se confunden 
tres cuestiones que jurídicamente 
son profundamente diferentes: 
simplificar el cumplimiento tribu-
tario, limitar razonablemente la 
discrecionalidad de la Administra-
ción y conceder al incumplidor 
una protección extraordinaria 
frente a la posibilidad de que el Es-
tado conozca lo ocurrido en perío-
dos anteriores. Una cosa es simpli-
ficar; otra, muy diferente, es prohi-
bir mirar hacia atrás. 

Incluso la expresión “inocencia 
fiscal” merece ser examinada. En 
materia penal, toda persona es 
inocente hasta que una sentencia 

firme demuestre lo contrario. Esa 
garantía no fue creada por la ley 
27799 y naturalmente tampoco 
necesita ser reiterada por una se-
gunda ley.  

Sin embargo, una fiscalización 
tributaria no constituye una decla-
ración de culpabilidad. Cuando 
ARCA verifica si los ingresos decla-
rados coinciden con los efectiva-
mente obtenidos, si una deduc-
ción resulta procedente o si deter-
minados fondos poseen justifica-
ción patrimonial, no está conde-
nando penalmente al contribu-
yente: está ejerciendo las faculta-
des de verificación que la ley le 
atribuye. Presentar esas facultades 
como una suerte de “presunción 
de culpabilidad” introduce un 
equívoco conceptual.  

En realidad, lo que estos regíme-
nes construyen no es una presun-
ción de inocencia, que ya existe 
constitucionalmente, sino algo 
mucho más intenso: en determi-
nadas condiciones, una presun-
ción de exactitud de lo declarado 
acompañada por importantes li-
mitaciones a las posibilidades pos-
teriores de fiscalización. 

El primer régimen ya avanzó de-
cididamente en esa dirección. La 
ley 27799 introdujo una modalidad 
simplificada para el impuesto a las 
Ganancias y, cumplidas determina-
das condiciones, estableció una 
presunción de exactitud que pro-
yecta efectos sobre períodos ante-
riores no prescriptos, con conse-
cuencias liberatorias relevantes en 
materia tributaria, infraccional e in-
cluso penal tributaria y aduanera.  

Al mismo tiempo redujo, para 
determinados contribuyentes 
cumplidores, los plazos durante 
los cuales el Fisco puede ejercer 

sus facultades de determinación. 
La reforma también modificó as-
pectos sustanciales del Régimen 
Penal Tributario, actualizando 
considerablemente sus condicio-
nes objetivas de punibilidad y per-
mitiendo, bajo ciertos requisitos, 
neutralizar la denuncia penal me-
diante el pago antes de su formula-
ción o extinguir la acción ya inicia-
da mediante la cancelación de la 
obligación, los intereses y un adi-
cional del cincuenta por ciento 
dentro del plazo legal.  

Algunas de esas modificaciones 
podían resultar justificables, es-
pecialmente frente a montos pe-
nales que habían perdido toda ra-
zonabilidad como consecuencia 
de la inflación. El problema no re-
side en cada instituto considera-
do aisladamente sino en el men-
saje conjunto que el sistema 
transmite cuando las ventajas 
concedidas al incumplidor co-
mienzan a acumularse. 

 
Las leyes educan 
Aquí aparece una cuestión que ex-
cede largamente a la técnica tribu-
taria. Las leyes también educan. 
Construyen incentivos, desalien-
tan determinadas conductas y es-
timulan otras. Si una comunidad 
observa que cada cierta cantidad 
de años aparece un blanqueo, una 
moratoria, un régimen excepcio-
nal, un beneficio de regularización 
o finalmente un “tapón” que difi-
culta investigar lo sucedido, el in-
cumplimiento deja de ser percibi-
do únicamente como una conduc-
ta riesgosa y puede comenzar a ser 
evaluado como una estrategia eco-
nómicamente racional.  

No significa afirmar que todo 
contribuyente que utilice estos re-

gímenes haya cometido un delito 
ni mucho menos que quien posee 
ahorros fuera del sistema sea un 
delincuente. Significa algo diferen-
te y más elemental: cuando el Esta-
do reduce reiteradamente el costo 
esperado del incumplimiento, 
modifica los incentivos que condi-
cionan la conducta futura. La ex-
pectativa de un nuevo perdón 
puede convertirse en parte del cál-
culo. 

 
Amnistías 
La experiencia internacional lleva 
muchos años advirtiendo acerca 
de este problema. Estudios del 
Fondo Monetario Internacional 
han señalado que las amnistías tri-
butarias pueden producir ingresos 
inmediatos, pero que su utiliza-
ción repetida deteriora el cumpli-
miento voluntario porque genera 
la expectativa de futuras oportuni-
dades de regularización.  

La OCDE ha formulado adver-
tencias semejantes acerca de los 
efectos que estos mecanismos 
pueden producir sobre la moral 
tributaria de quienes cumplen re-
gularmente.  

La cuestión es sencilla: el contri-
buyente que declaró, pagó, sopor-
tó el costo financiero de despren-
derse oportunamente del dinero y 
organizó su actividad dentro de la 
ley observa que quien no lo hizo 
recibe periódicamente una nueva 
puerta de entrada, muchas veces 
acompañada de beneficios que re-
ducen las consecuencias de su 
conducta pasada. El deterioro que 
allí se produce no es solamente re-
caudatorio. Es institucional. El 
cumplimiento deja de aparecer 
como una obligación general y co-
mienza a asemejarse a una opción 

cuyo costo depende de la capaci-
dad de esperar el próximo régimen 
excepcional. 

Inocencia Fiscal II incorpora 
una particularidad adicional. No 
estamos frente a una amnistía 
clásica declarada como tal sino 
ante una construcción más sofis-
ticada: se restringe la informa-
ción que puede utilizar la Admi-
nistración, se amplían los efectos 
de la presunción de exactitud, se 
limitan determinadas presuncio-
nes legales y se fortalecen los 
efectos liberatorios de la declara-
ción simplificada. El proyecto 
procura ampliar el acceso al régi-
men y eliminar varios de los lími-
tes patrimoniales previstos origi-
nalmente.  

Al mismo tiempo establece que 
la carga de demostrar una discre-
pancia significativa recaerá exclu-
sivamente sobre ARCA y delimita 
qué información puede ser utiliza-
da a esos fines. Además, propone 
impedir que determinadas pre-
sunciones de incrementos patri-
moniales no justificados, incluida 
la vinculada con depósitos banca-
rios, produzcan los efectos que or-
dinariamente les asigna la ley 
11683. Es decir: ya no se trata úni-
camente de facilitar la declaración 
presente, sino de condicionar jurí-
dicamente la posibilidad de re-
construir el pasado. 

 
Problema institucional  
Es precisamente en este punto 
donde aparece uno de los proble-
mas constitucionales más intere-
santes de toda esta historia. Buena 
parte de ese camino había sido re-
corrido previamente por el decreto 
93/2026, reglamentario de la pri-
mera Ley de Inocencia Fiscal. A mi 
juicio, aquel decreto excedió los 
márgenes que la Constitución Na-
cional reconoce a la potestad re-
glamentaria del Poder Ejecutivo.  

El artículo 99, inciso 2, de la Car-
ta Magna permite dictar los regla-
mentos necesarios para ejecutar 
las leyes pero establece una fron-
tera inequívoca: el Presidente de-
be hacerlo “cuidando de no alterar 
su espíritu con excepciones regla-
mentarias”.  

En materia tributaria esta limi-
tación adquiere todavía mayor in-
tensidad debido al principio de le-
galidad y reserva de ley instituido 
en el inciso 3⁰ de ese mismo artí-
culo. Un decreto puede determi-
nar procedimientos, precisar as-
pectos operativos o establecer 
mecanismos necesarios para eje-
cutar una norma. Lo que no pue-
de hacer es ampliar sustancial-
mente un beneficio que el Con-
greso no concedió ni restringir fa-
cultades de fiscalización que la ley 
mantuvo vigentes. 

El decreto 93/2026 hizo algo más 
que reglamentar. Entre otras cues-
tiones, condicionó la pérdida de 
determinados efectos liberatorios 
a la existencia de una “discrepan-
cia significativa”, introduciendo 
una exigencia que no surgía con 
igual alcance del texto legislativo, y 
estableció que ciertas variaciones 
patrimoniales provenientes de pe-
ríodos anteriores -incluidos depó-
sitos bancarios y adquisición de 
bienes- no debían considerarse a 
determinados efectos.  

Ley de Inocencia Fiscal II: 
una reforma nacida  
de los errores de la primera

Marcos A. Sequeira 
Tributarista 
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La propia evolución posterior re-
sulta reveladora: el proyecto de 
Inocencia Fiscal II pretende ahora 
incorporar expresamente al texto 
legal algunas de aquellas solucio-
nes. Si la ley nueva considera nece-
sario establecer que determinadas 
presunciones de la ley 11683 no se-
rán aplicables, cabe preguntarse 
con qué fundamento podía un de-
creto reglamentario producir an-
tes un resultado semejante. Cuan-
do una materia que apareció origi-
nariamente en el reglamento debe 
regresar al Congreso para adquirir 
rango legal, la sospecha de exceso 
reglamentario deja de ser mera-
mente académica. 

 
Antecedente  
La historia argentina, además, 
ofrece un antecedente que aconse-
ja especial prudencia. En el régi-
men de sinceramiento fiscal de 
2016, la ley 27260 había excluido 
expresamente a determinados 
funcionarios y también a ciertos 
familiares. Posteriormente, el de-
creto 1206/2016 flexibilizó parte de 
aquellas exclusiones. Años des-
pués, la Justicia Federal en lo Con-
tencioso-administrativo declaró la 
nulidad de disposiciones de ese 
decreto por entender que el Poder 
Ejecutivo había extendido me-
diante reglamentación un benefi-
cio a supuestos que el legislador 
había dejado fuera de la ley. Más 
allá de las particularidades de 
aquel expediente, la enseñanza 
institucional permanece intacta: 
cuando el Congreso establece 
quién puede acceder a un benefi-
cio fiscal y bajo qué condiciones, el 
reglamento no puede reconstruir 
la ley según las preferencias poste-
riores del Ejecutivo. 

El debate actual sobre funciona-
rios públicos vuelve curiosamente 
sobre aquella experiencia. El dicta-
men alcanzado en la Cámara de 
Diputados incorporó finalmente 
una restricción para funcionarios y 
exfuncionarios que hayan desem-
peñado determinados cargos du-
rante los cinco años anteriores.  

Se trata de una corrección razo-
nable. Quien administra recursos 
públicos, ejerce poder regulatorio 
o participa de las decisiones del Es-
tado se encuentra en una posición 
diferente de la de un ciudadano 
común y debe soportar estándares 
especialmente rigurosos de trans-
parencia patrimonial. Sin embar-
go, la solución quedó incompleta: 
la exclusión no se proyecta, con si-
milar intensidad, sobre los familia-
res directos del funcionario. Allí 
aparece una puerta que resultaba 
absolutamente previsible. 

Excluir al funcionario y permitir 
que el beneficio pueda alcanzar sin 
una precaución equivalente a su 
cónyuge, conviviente, ascendien-
tes, descendientes u otras perso-
nas del círculo familiar inmediato 
implica desconocer cómo funcio-
nan habitualmente los mecanis-
mos de ocultamiento patrimonial 
vinculados con hechos de corrup-
ción. No se trata, desde luego, de 
presumir que los familiares de un 
funcionario son corruptos.  

Una legislación seria no puede 
fundarse sobre semejante prejui-
cio. Se trata de reconocer un dato 
elemental de política criminal y de 

prevención del lavado de activos: 
los bienes provenientes de activi-
dades ilícitas rara vez necesitan 
permanecer registrados a nombre 
de quien desarrolló personalmen-
te la conducta.  

Precisamente por esa razón los 
estándares internacionales sobre 
personas políticamente expuestas 
prestan especial atención a fami-
liares y allegados cercanos. La pre-
vención no se basa en presumir 
culpabilidad sino en identificar si-
tuaciones objetivamente expues-
tas a un riesgo mayor. 

 
Paradoja 
Resulta paradójico que tengamos 
que recordar esto en una ley deno-
minada de “inocencia”. La inocen-
cia constitucional protege a todos, 
incluido el funcionario y su fami-
lia, frente al poder punitivo del Es-
tado pero la presunción de inocen-
cia no obliga al Estado a cerrar los 

ojos frente a operaciones patrimo-
niales que requieren explicación. 
Transparencia no es culpabilidad; 
control no es condena; fiscaliza-
ción no es persecución. Confundir 
estas categorías termina debilitan-
do tanto las garantías individuales 
como las herramientas legítimas 
que una democracia necesita para 
controlar el ejercicio del poder. 

Todavía más delicada resulta 
una previsión del nuevo proyecto 
vinculada con el sistema de pre-
vención del lavado de activos. La 
iniciativa establece que la acredi-
tación de la adhesión al régimen 
simplificado deberá ser conside-
rada por determinados sujetos 
obligados como un antecedente 
favorable al momento de identifi-
car y monitorear operaciones, 
aunque aclara que subsisten las 
obligaciones derivadas del siste-
ma antilavado.  

La intención puede compren-
derse: si se pretende que fondos 
que hoy permanecen fuera del cir-
cuito formal ingresen al sistema fi-
nanciero, el Gobierno procura re-
ducir el temor de sus titulares a 
que cada movimiento desencade-
ne automáticamente una investi-

gación. Pero existe allí una línea 
extremadamente fina que no de-
bería cruzarse. La condición tribu-
taria de una persona no demues-
tra el origen lícito de sus fondos. 
Haber cumplido los requisitos de 
un régimen fiscal tampoco certifi-
ca la trazabilidad patrimonial del 
dinero. 

El Grupo de Acción Financiera 
Internacional ha sido particular-
mente cuidadoso frente a los pro-
gramas de regularización tributa-
ria: éstos no deberían menoscabar 
las medidas de prevención del la-
vado ni impedir la debida diligen-
cia sobre el cliente, el beneficiario 
final y el origen de los fondos. Esa 
separación conceptual es indis-
pensable. Una cosa es que el Esta-
do renuncie, dentro de límites 
constitucionalmente válidos, a 
perseguir determinada infracción 
tributaria.  

Otra muy distinta sería que esa 

decisión se transforme, directa o 
indirectamente, en una credencial 
sobre la licitud del patrimonio. Los 
delitos precedentes del lavado son 
numerosos y exceden largamente 
a la evasión tributaria.  

Corrupción, narcotráfico, trata 
de personas, contrabando, defrau-
daciones y otras actividades pue-
den generar activos cuya eventual 
regularización fiscal no modifica 
su origen. Por eso considero des-
acertado que la ley otorgue de an-
temano a la adhesión una conno-
tación “favorable” dentro del aná-
lisis preventivo. Ese juicio debería 
depender exclusivamente del ries-
go concreto de la operación, de su 
trazabilidad y de la información 
disponible. 

Los defensores del proyecto tie-
nen, sin embargo, argumentos que 
merecen ser escuchados. Argenti-
na posee una enorme cantidad de 
ahorro fuera del sistema bancario. 
Décadas de inestabilidad, confis-
caciones, inflación, modificacio-
nes normativas, cepos y crisis fi-
nancieras destruyeron la confian-
za de buena parte de la población. 
No todo dólar guardado fuera de 
un banco es fruto de evasión y mu-

chísimo menos de un delito. Exis-
te, además, una cultura defensiva 
del ahorro que fue construida por 
los propios errores del Estado. Pre-
tender reconstruir confianza, faci-
litar la bancarización y evitar fisca-
lizaciones arbitrarias constituye 
un objetivo legítimo.  

Pero, precisamente porque la 
confianza fue destruida por la in-
estabilidad de las reglas, resulta 
contradictorio intentar recons-
truirla mediante una legislación 
excepcional que necesita ser mo-
dificada pocos meses después de 
haber sido sancionada. 

La confianza no se obtiene ga-
rantizando que el Estado no con-
trolará. Se obtiene garantizando 
que controlará conforme a reglas 
claras, estables, razonables y apli-
cables a todos. Tampoco se recu-
pera debilitando indiscriminada-
mente las herramientas de fiscali-
zación, sino evitando que sean uti-

lizadas arbitrariamente. Si existen 
excesos de ARCA, deben estable-
cerse límites procesales, plazos ra-
zonables, deberes reforzados de 
fundamentación, responsabilidad 
de los funcionarios y mecanismos 
eficaces de revisión.  

Si existen obligaciones tributa-
rias absurdamente complejas, de-
ben simplificarse. Si la presión fis-
cal es confiscatoria o económica-
mente contraproducente, debe re-
ducirse. Si hay impuestos malos, 
deben eliminarse. Todo eso cons-
tituye política tributaria. Convertir 
el pasado en una zona creciente-
mente inaccesible para el Estado 
es otra cosa. 

Hay, finalmente, una cuestión 
de igualdad que no deberíamos 
perder de vista. Toda legislación 
tributaria excepcional contiene 
dos destinatarios, aunque habi-
tualmente sólo se hable de uno. 
Está el contribuyente al que se pro-
cura atraer, regularizar o proteger 
pero también está aquel que cum-
plió regularmente.  

Este último casi nunca tiene re-
presentación en el debate. Pagó 
cuando correspondía, afrontó el 
costo financiero, declaró su patri-

monio, ingresó sus impuestos y so-
portó durante años una presión 
tributaria que, en muchos perío-
dos, fue extraordinariamente ele-
vada. Frente a él, cada nuevo régi-
men de perdón, bloqueo o libera-
ción requiere una justificación 
particularmente rigurosa. De lo 
contrario, aparece una peligrosa 
inversión de incentivos: cumplir 
tempranamente puede ser más 
costoso que incumplir y esperar. 

Las sociedades no se construyen 
solamente mediante sanciones. 
Tampoco se construyen solamen-
te mediante perdones. Se constru-
yen, sobre todo, mediante reglas 
creíbles. Cuando la excepción se 
repite, deja de ser excepción y se 
convierte en expectativa. Cuando 
la expectativa de regularización se 
incorpora a la conducta económi-
ca, disminuye la capacidad pre-
ventiva de la ley.  

Finalmente, cuando el ciudada-
no que cumplió advierte que pe-
riódicamente se mejora la situa-
ción jurídica de quien decidió no 
hacerlo, lo que comienza a dete-
riorarse no es solamente la recau-
dación: es la confianza en la justi-
cia del sistema. 

Por eso Inocencia Fiscal II debe-
ría ser discutida con una mirada 
mucho más amplia que la de los 
dólares que eventualmente pue-
dan ingresar al circuito financiero 
durante los próximos meses. La 
pregunta verdaderamente impor-
tante no es cuánto dinero puede 
movilizar la ley mañana, sino qué 
comportamiento está enseñando 
para los próximos diez años.  

Un Estado que anuncia sucesi-
vamente blanqueos, moratorias, 
regularizaciones, tapones y pre-
sunciones extraordinarias de exac-
titud corre el riesgo de transmitir 
que el incumplimiento tiene una 
opción de salida incorporada. Y en 
materia tributaria, como en mate-
ria penal, la expectativa de que fi-
nalmente habrá una puerta de es-
cape forma parte del cálculo que 
precede a la conducta. 

No necesitamos un Estado que 
presuma que todos somos culpa-
bles. Pero tampoco necesitamos 
un Estado que, para demostrar 
que dejó de hacerlo, se obligue a 
no preguntar. Entre el autoritaris-
mo fiscal y la renuncia a fiscalizar 
existe un espacio enorme: el Esta-
do de Derecho. Allí las personas 
son inocentes, las garantías se res-
petan, la Administración debe fun-
dar sus decisiones, el contribuyen-
te puede defenderse y, al mismo 
tiempo, quien incumple sabe que 
existe una posibilidad real y razo-
nable de ser descubierto. 

Tal vez allí se encuentre la verda-
dera inocencia fiscal que Argenti-
na necesita. No una inocencia 
concedida periódicamente por ley 
sino la seguridad de que quien 
cumple no será perseguido arbi-
trariamente y de que quien delibe-
radamente incumple no podrá or-
ganizar su conducta confiando en 
que, tarde o temprano, una nueva 
excepcionalidad legislativa con-
vertirá el riesgo asumido en un 
buen negocio.  

Porque cuando el perdón deja 
de ser excepcional, lo que termina 
perdiendo valor no es solamente la 
sanción. Es la propia ley n 
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a Sala Laboral del Tribunal Su-
perior de Justicia (TSJ) admitió 
el recurso de casación inter-

puesto por Botonera Cordobesa SA, 
anuló la condena al pago de la mul-
ta prevista en el art. 1 de la ley 25323 
y ordenó recalcular la indemniza-
ción por clientela considerando 
que el actor se desempeñó como 
viajante de comercio desde el 1 de 
agosto de 2003 hasta su desvincula-
ción, ocurrida el 14 de abril de 2014.  

El Alto Cuerpo, integrado por 
Luis Angulo, Luis Rubio y Domingo 
Sesin, entendió que no existían ele-
mentos probatorios suficientes pa-
ra sostener que A. hubiera ejercido 
esa actividad desde el comienzo de 
la relación laboral, 1 de agosto de 
1996, ni que hubiera existido una 
deficiente registración de su remu-
neración.  

La demandada cuestionó la sen-
tencia de la Sala 8ª de la Cámara 
Única del Trabajo, que había consi-
derado indebidamente registrada 
la relación en cuanto a la califica-
ción profesional y retribución del 
trabajador. Alegó que acompañar el 
último contrato celebrado con A., 
fechado el 1 de octubre de 2009, no 
permitía concluir que no hubieran 
existido contratos anteriores y des-
tacó que había reconocido su cate-
goría de viajante desde el 1 de agos-
to de 2003. También sostuvo que 
los testimonios valorados no de-
mostraban que hubiera desarrolla-
do esa actividad entre 1996 y 2003.  

Al analizar la prueba, el TSJ seña-
ló que no estaba controvertido que 
A. había sido viajante de comercio 
desde el 1 de agosto de 2003, por lo 
que correspondía determinar úni-
camente si había ejercido esa fun-
ción desde su ingreso en 1996. So-
bre este punto, concluyó que el tri-
bunal anterior no desarrolló argu-
mentos que justificaran la supuesta 
contradicción entre la presentación 
del contrato de 2009 y el reconoci-
miento de la categoría desde 2003. 
Consideró razonable que en una 
actividad cuyas modalidades y co-
misiones pueden modificarse du-
rante la relación se celebren contra-
tos sucesivos.  

 
Testimonial 
La prueba testimonial tampoco 
respaldaba la conclusión cuestio-
nada. A. recordó haber comprado 
al actor en 2007 o 2008; B. indicó 
que lo había visitado durante apro-
ximadamente diez años, lo que, 
frente al despido producido en 
2014, situaba esa actividad desde 
2004; y S. ubicó el período aproxi-
madamente entre 2009 y 2014. 
Otro testigo mencionó genérica-
mente el año 2000, sin mayores 
precisiones. En sentido contrario, 
una declaración no impugnada in-
dicó que en 1997 o 1998 A. atendía 
en un mostrador en Córdoba, cir-
cunstancia que debilitaba la afir-
mación de que hubiera sido viajan-
te desde el comienzo del vínculo.   

Para la sala, la convicción de que 
A. había actuado como viajante des-
de 1996 excedió las facultades del tri-
bunal de mérito en materia de valo-
ración probatoria, porque las cons-
tancias invocadas no proporciona-
ban sustento suficiente para esa 
conclusión. Tampoco se demostró 
una irregularidad registral vinculada 
con la remuneración. Aunque el tra-
bajador había mencionado en la de-
manda que percibía parte del salario 
sin registrar, no aportó prueba sobre 
ese extremo y la sentencia tampoco 
adoptó decisión alguna al respecto.  

En consecuencia, el fallo sostuvo 
que no se verificó la conducta de 
clandestinidad laboral sancionada 
por el art. 1 de la ley 25323, por lo 
que correspondía dejar sin efecto la 
multa. Esa conclusión repercutió 
directamente sobre la indemniza-
ción por clientela prevista en el art. 
14 de la ley 14546: al quedar estable-
cido que A. fue viajante de comer-
cio desde el de agosto de 2003 y no 
desde 1996, ese período -hasta el 14 
de abril de 2014- deberá ser el utili-
zado para calcular el resarcimiento, 
pues la indemnización se encuen-
tra directamente vinculada con el 
tiempo durante el cual ejerció la ac-
tividad regulada por el estatuto es-
pecial. Las costas de la casación 
fueron impuestas por su orden. 

Las constancias no permitieron acreditar que el trabajador hubiera sido viajante de 
comercio desde el inicio de la relación ni que percibiera remuneraciones sin registrar 

Anulan una multa laboral 
por falta de pruebas sobre 
una registración deficiente 

Autos: "A., M. A. c/ Botonera Cordobesa SA 
y Otros - Recurso de Casación” - EXPTE. Nº 
3280089 
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maginemos un juicio por cobro de 
pesos. Alguien le prestó plata a un 
conocido. Hay un recibo, un plazo 

vencido, un deudor que ni contestó la 
demanda. El actor prueba la deuda. 
La sentencia condena a pagar, con in-
tereses. El juez agrega: "Las costas se 
imponen por el orden causado, en 
atención a la novedad del asunto y a 
que ambas partes contribuyeron al 
objetivo común de esclarecer la deu-
da". El abogado del actor relee el pá-
rrafo dos veces. Tiene que explicarle 
a su cliente que ganó el juicio pero 
que va a pagar de su bolsillo los ho-
norarios del abogado que necesitó 
para ganarlo. 

Ningún colegio de abogados se 
quedaría callado. Ningún cliente en-
tendería el argumento. Es, sencilla-
mente, absurdo. Ahora cambiemos 
"cobro de pesos" por "amparo am-
biental". Ese mismo argumento deja 
de sonar absurdo y empieza a sonar 
razonable. 

Días atrás, en la facultad, en la 
clase de Derecho Ambiental un 
alumno preguntó desde el fondo lo 
que todos quieren saber pero pocos 
se animan: “Profe, ¿se puede vivir de 
esto?” 

Con otras ramas nadie pregunta 
eso. Con el ambiente, sí. Se hace un 
silencio raro y todas las cabezas se 
giran hacia mí. La respuesta corta es: 
se puede litigar. Se puede, incluso, 
ganar. Lo de cobrar es otro tema. No 
porque falten conflictos: son causas 
largas, técnicas, casi siempre contra 
el Estado. El problema aparece 
cuando se gana. 

La regla es sencilla: las costas se 
imponen al vencido (art. 14, Ley 
4915; art. 130, CPCC). Puede creerse 
que es un castigo al que pierde, pero 
es que quien tenía razón y tuvo que ir 
a juicio para que se la reconocieran 
no debería, encima, pagar el costo de 
haberlo hecho. En materia ambiental 
hemos naturalizado exactamente lo 
contrario. 

Hace algunos años, más de 400 
vecinos promovieron un amparo 
contra la instalación de un estableci-
miento de tratamiento y disposición 
final de residuos. Más de 40 cuerpos 
de expediente, pericias, recursos y 
años de litigio. El juicio se ganó por-
que el tribunal encontró irregulari-
dades en la licencia ambiental. Pero 
impuso las costas por su orden. 

Para justificarlo invocó la natura-
leza ambiental de la causa, su nove-
dad y las características del proceso 
colectivo. La paradoja es evidente: 
complejidad y novedad son justa-
mente circunstancias que la ley 
arancelaria contempla para valorar 
el trabajo profesional. Allí sirvieron 
para que el vencido no lo pagara. En 
la misma sentencia, en cambio, los 
honorarios de los peritos oficiales 
fueron regulados en 396 jus cada 
uno por “la extensión, complejidad, 
profesionalismo y tiempo dedicados 

al estudio de la causa”. La misma 
complejidad. El mismo expediente. 
Motivo para cobrar si sos perito; mo-
tivo para que el vencido no pague si 
sos abogado. La contradicción plan-
tea una pregunta bastante simple: 
¿cómo se calculan 396 jus para los 
peritos y al mismo tiempo se sostie-
ne que no hay base para regular los 
honorarios de los abogados? 

Cuando las costas van por su or-
den, el costo no desaparece, alguien 
lo paga. Los abogados no podían co-
brarle a la parte vencida: debían co-
brarles a los propios vecinos o no co-
brar. Ganás el juicio, pero alguien 
que ganó termina pagando. 

Esta rareza se repite. En otro liti-
gio ambiental, los abogados y la de-
mandada habían pactado los hono-
rarios profesionales. El juez, en vez 
de homologar el acuerdo, lo dejó sin 
efecto. La suma le pareció excesiva 
porque, sostuvo, “no se ajusta a un 
elemental sentido de justicia que la 
comunidad resulte afectada”, y re-
guló bastante menos. Lo curioso es 
que aquello que consideró despro-
porcionado equivalía, aproximada-
mente, a lo que percibe un magis-
trado durante los meses que había 
durado aquel juicio donde los abo-
gados eran tres. 

En otro, sobre la contaminación 
del lago San Roque, el tribunal sos-
tuvo directamente que no había 
"vencidos", porque todas las partes 
habían "coadyuvado al objetivo co-
mún". Si era así, ¿para qué hizo falta 
un juicio? 

Son argumentos distintos, en pro-
cesos distintos, que producen una y 
otra vez el mismo resultado: ganar 
no garantiza que quien te obligó a li-
tigar pague el costo. No hace falta 
una política declarada para que exis-
ta un efecto de desaliento. Ahí la dis-
cusión sobre honorarios se vuelve 
discusión sobre acceso a la justicia. 
Podemos sancionar las mejores le-
yes, ratificar Escazú, hablar de remo-
ver barreras. Pero hay una barrera 
más simple y es que alguien tiene 
que hacer el juicio, y ese alguien ne-
cesita vivir de su trabajo. Pretender 
que dependa de abogados dispuestos 
a litigar gratis no la elimina, se tras-
lada del ciudadano al abogado. 

Vistas en conjunto, estas decisio-
nes son un verdadero castigo por li-
tigar procesos de incidencia colecti-
va, un mensaje capaz de desalentar 
este tipo de reclamos. No sé si existe 
una política judicial pensada para 
eso. Sé que, si existiera, daría más o 
menos estos mismos resultados. 

El próximo día 29 se celebra el Día 
de la Abogacía. Quizás sea buen mo-
mento para hablar también de esto. 
Una cosa es que la abogacía cumpla 
una función social, y otra muy distin-
ta suponer que, por cumplirla, el 
abogado tiene que trabajar gratis. 

Por eso aquella pregunta de mis 
alumnos no era imprudente. Era, 
quizás, la pregunta más importante 
de la clase. Al final, alguien insiste 
desde el fondo: “Pero entonces, pro-
fe, ¿se puede vivir de esto?”. Le con-
testo lo mismo de siempre. Se pue-
de litigar. Se puede ganar. Lo de vi-
vir es otra materia. Y no está en el 
programa. 

Ganaste, no cobrás
u Federico J. Macciocchi  
Abogado en causas ambientales de relevancia  
social. Docente de Derecho de los Recursos  
Naturales y Ambiental y de Derecho Público  
Provincial y Municipal (Facultad de Derecho – UNC). 
Presidente Fundación Club de Derecho 
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l nuevo ciclo de propuestas académicas reafirma el compromiso del Consejo  
Profesional con la formación integral y el desarrollo profesional en el sector tecnológico. 
La iniciativa contempla tanto propuestas destinadas a estudiantes y futuros  

profesionales, orientadas a fortalecer la transición entre el ámbito educativo y el mundo 
laboral, como instancias de capacitación para quienes ya se desempeñan en el campo de 
las ciencias informáticas y buscan complementar sus conocimientos técnicos con  
competencias vinculadas a las habilidades blandas y el desarrollo humano.  
 

El Consejo Profesional de Ciencias Informáticas de Córdoba (CPCIPC), órgano rector establecido 
por la Ley Provincial N.º 7642/87, sostiene entre sus principios que “el Ejercicio Legal es una  
Condición Moral”. En este marco, el nuevo ciclo de iniciativas académicas busca fortalecer  
competencias clave para el desarrollo profesional, acompañando a los estudiantes durante su  
formación universitaria y brindando herramientas para su inserción laboral y crecimiento  
profesional. A su vez, contempla propuestas de actualización y formación continua para quienes ya 
se desempeñan en el sector, con el propósito de complementar los conocimientos técnicos con 
nuevas competencias necesarias para los desafíos del ámbito tecnológico.  

Todas las capacitaciones del ciclo cuentan con certificación oficial del Consejo. 

Link preinscripción en los 3 cursos: https://www.ceni.net.ar/cpciiniciativas/  

 

Código Humano: inteligencia emocional para liderar la era de la IA 
En un contexto donde la inteligencia artificial redefine el ejercicio profesional, esta propuesta 

busca fortalecer las competencias humanas de profesionales TIC y técnicos, incorporando  
herramientas para mejorar la comunicación, el liderazgo, la gestión emocional y la toma de  
decisiones. La masterclass, de carácter gratuito, se dictará en modalidad virtual el viernes 4 de 
septiembre a las 18 horas y estará a cargo de la coach Dra. Sol Millán. 

Durante los 90 minutos de la sesión se abordará la importancia de comprender que el futuro 
profesional no dependerá únicamente del dominio de la tecnología, sino también de la capacidad 
de cada persona para conocerse, comunicarse y relacionarse de manera efectiva. Entre los principales 
ejes se encuentran la evolución de la inteligencia técnica, el liderazgo personal, la gestión de  
situaciones de presión, cambio e incertidumbre y el desarrollo de habilidades humanas que adquieren 
un valor creciente en la era de la inteligencia artificial. 

Link de la masterclass: http://bit.ly/masterclasscodigohumano  

 

Mentoring Vocacional 
Se trata de una iniciativa destinada a estudiantes que se encuentren finalizando el nivel medio 

y tengan interés en continuar su formación en carreras vinculadas con las Ciencias Informáticas y 
las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC).  

La propuesta está especialmente dirigida a alumnos del último año del secundario que deseen 
conocer las diferentes alternativas de formación y ampliar sus conocimientos sobre las oportunidades 
de desarrollo profesional que ofrece el sector. Asimismo, busca brindar herramientas de orientación 
para que los participantes puedan prepararse ante los desafíos de un entorno atravesado por cambios 
constantes, escenarios de incertidumbre y la acelerada evolución de la inteligencia artificial.  

A través de encuentros dinámicos y formativos, la mentoría propone acercar a los estudiantes 
a las distintas posibilidades académicas y profesionales del sector, brindándoles herramientas 
que les permitan tomar decisiones informadas sobre la continuidad de su trayectoria educativa.  

 

Mentoring Profesional 
La iniciativa propone un recorrido de formación sobre distintas áreas y competencias de  

relevancia para quienes se desarrollan o proyectan su futuro profesional en el campo de las tecnologías 
de la información. Entre los contenidos se abordará el análisis de perfiles y especialidades dentro 
de las Ciencias Informáticas, las habilidades recomendadas para estudiantes de carreras TIC, los 
fundamentos de los sistemas de información y las principales metodologías de trabajo. También se 
incorporará una mirada sobre la relación entre ética y tecnología en el contexto global. 

Asimismo, se trabajarán aspectos vinculados con las buenas prácticas en los servicios de  
ingeniería de software, junto con un espacio final de repaso e intercambio destinado a consolidar 
los conocimientos y promover la reflexión sobre los contenidos abordados. 

Aquellos profesionales que deseen conocer más sobre las propuestas académicas pueden  
encontrar información adicional en el portal institucional https://cpcipc.org.ar/. 

ESPACIO INSTITUCIONAL

El Consejo Profesional de Ciencias 
Informáticas de Córdoba apuesta 
fuerte a la capacitación de  
nuevos y actuales profesionales
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l Tribunal Superior de Justi-
cia (TSJ) de Córdoba, por in-
termedio de su Sala en lo Ci-

vil y Comercial, declaró bien de-
negado el recurso de casación 
interpuesto por S. P. contra la 
sentencia que había rechazado 
su demanda contra Capillitas SA 
y Renault Argentina SA, median-
te la cual pretendía la sustitu-
ción de un Renault Kwid Zen 1.0 
cero km por otra unidad, ade-
más de daños y perjuicios y daño 
punitivo.  

La decisión se fundó en que 
los agravios no demostraron los 
vicios formales invocados y ex-
presaban, en lo sustancial, una 
discrepancia con el encuadra-
miento jurídico y la valoración 
probatoria realizados por la Cá-
mara. Integraron la Sala María 
Marta Cáceres de Bollati, Do-
mingo Sesin y Jéssica Valentini.  

El conflicto se originó cuando, 
al día siguiente de recibir el vehí-
culo cero km, el motor de éste se 
detuvo y comenzó a emanar hu-
mo. Tras ser trasladado al taller 
de la concesionaria, se informó 
que el motor se había fundido 
por falta de agua debido a una 
abrazadera mal colocada.  

En primera instancia prosperó 
la demanda y se ordenó entregar 
otro automóvil de igual marca y 
modelo, junto con las indemni-
zaciones reclamadas. Sin em-
bargo, la cámara revocó esa de-
cisión al considerar cumplidos 
el deber de información y la 
obligación de garantía.  

El TSJ destacó que la cámara 
había partido de hechos intro-
ducidos por las demandadas al 
contestar la demanda y podía 
efectuar una calificación jurídi-
ca diferente de la de primera ins-
tancia.  

Por ello, descartó la denuncia-
da violación del principio de 
congruencia. También señaló 
que la interpretación de los arts. 
11 y 17 de la ley 24240 y del de-
creto 1798/94 era jurídicamente 
posible y razonable: la sustitu-
ción del bien procede cuando, 
luego de reparado, éste no que-
da en condiciones óptimas para 
el uso al que está destinado.  

En ese punto resultó determi-
nante la prueba producida. El je-
fe de taller explicó que el motor 
fue reparado completamente 
con piezas nuevas, que el trabajo 
fue autorizado por Renault Ar-
gentina SA y que demandó apro-
ximadamente 70 días.  

Precisó que el motor no fue 
rectificado sino reparado con 
componentes nuevos para de-
jarlo nuevamente en condición 
equivalente a un cero km. La ac-

tora no debió pagar suma alguna 
porque los trabajos quedaron 
cubiertos por la garantía.  

 
Traslado 
Otro empleado de Capillitas SA 
confirmó que Renault Argentina 
SA dispuso el traslado del motor 
a un centro reparador de Buenos 
Aires y que, debido a la duración 
del trabajo, se proporcionó a la 
consumidora un automóvil sus-
tituto. También surgió que exis-
tieron comunicaciones persona-
les y telefónicas durante el pro-
ceso y que la actora manifestó 
que no retiraría el vehículo por-
que pretendía directamente su 
sustitución.  

Especial relevancia tuvo el pe-
ritaje mecánico oficial, que de-
terminó que el Renault Kwid Zen 
1.0 se encontraba en excelente 
estado mecánico y estético, sin 
vestigios relevantes de la repara-
ción ni fallas de funcionamiento.  

El experto constató que los de-
fectos denunciados habían sido 
solucionados y que, comparado 
con otra unidad Kwid, no presen-
taba diferencias, ruidos anorma-
les, problemas de arranque, tem-

peratura ni consumo de líquido 
refrigerante.  

El Alto Cuerpo destacó, ade-
más, que se proporcionaron los 
auxilios para los traslados del au-
tomóvil y una unidad sustituta 
durante la reparación.  

En consecuencia, no quedó 
acreditada una reparación insa-
tisfactoria ni una falla subsistente 
que justificara el reemplazo. La 
pretensión de obtener otra uni-
dad había sido formulada prácti-
camente desde el comienzo, an-
tes de concluirse la reparación.  

Así, aunque el desperfecto ini-
cial del vehículo 0 km no estaba 
controvertido, esa circunstancia 
por sí sola no demostraba el in-
cumplimiento de la garantía.  

Los cuestionamientos sobre 
daño moral, privación de uso y 
falta de información fueron con-
siderados genéricos o insuficien-
tes para habilitar la instancia ex-
traordinaria. Para la sala, el mero 
desacuerdo con una solución ju-
dicial razonablemente fundada 
no configura arbitrariedad, por lo 
que concluyó que el recurso de 
casación había sido correcta-
mente denegado. 

El aval cubrió integralmente el arreglo del motor con  
piezas nuevas: se brindaron auxilios y un vehículo sustituto

Concesionaria cumplió la obligación 
de garantía al reparar un cero km  
sin necesidad de reemplazarlo

Autos: "Pinilla c/ Capillitas SA" -  
EXPTE. N° 7518369
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Comercio y Justicia Capacitaciones  
y Tecnología con Propósito se alían  
para ampliar la formación profesional  
La inteligencia artificial y las nuevas herramientas tecnológicas abren  
oportunidades para transformar el trabajo y potenciar el valor de las profesiones. 
La alianza busca acercar conocimientos y aplicaciones prácticas a quienes  
necesitan actualizarse frente a estos cambios 

i
a inteligencia artificial (IA) ya 
está transformando la forma 
de trabajar y ahora el desafío 

es aprender a usarla para ganar 
tiempo y valor profesional. 

En este marco, la Asociación 
Mutual Córdoba Federal junto a 
Tecnología con Propósito, la 
fundación creada por la empre-
sa tecnológica Santex, se alia-
ron para fortalecer las propues-
tas de Comercio y Justicia Ca-
pacitaciones. 

Mediante la firma de un conve-
nio de cooperación y comple-
mentación, desarrollarán de ma-
nera conjunta actividades de for-
mación profesional. La alianza 
permitirá impulsar cursos que 
desarrolla Comercio y Justicia 
Capacitaciones. 

El acuerdo fue suscripto por el 
director ejecutivo de la Funda-
ción Tecnología con Propósito, 
Martín Fogliacco, y por el presi-
dente de la Asociación Mutual 
Córdoba Federal, Carlos Abriola. 

Uno de los ejes centrales de la 
alianza será la formación frente a 
los cambios que introduce la tec-
nología en el mundo profesional 

y laboral. En ese sentido, Fogliac-
co destacó la oportunidad que re-
presentan las nuevas herramien-
tas para quienes buscan incorpo-
rarlas con una mirada práctica. 

“Tenemos hoy una oportuni-
dad con estas herramientas que 
te ayudan mucho a procesar in-
formación y a diagnosticar pro-
blemas operativos de trabajo”, 
señaló. Para Fogliacco, el desafío 
no pasa sólo por conocer la exis-
tencia de estas tecnologías, sino 
por comprender de qué manera 
pueden aportar al trabajo coti-
diano y al ejercicio profesional. 

En ese proceso, remarcó la im-
portancia de reconocer aquello 
que todavía no se sabe. “Primero 
tenemos que darnos cuenta de lo 
que no sabemos. Los que se dan 
cuenta empiezan a capacitarse y a 
hacerse preguntas”, afirmó, al po-
ner el foco en la necesidad de for-
mación para poder avanzar luego 
hacia aplicaciones concretas. 

La IA será, precisamente, uno 
de los temas que tendrá un lugar 
destacado en las propuestas de 
Comercio y Justicia Capacitacio-
nes. Entre ellas se encuentra el 

curso “Inteligencia artificial para 
abogados/as: curso introductorio 
y práctico”, una formación que 
comenzará el 15 de septiembre, 
orientada a acercar herramientas 
y aplicaciones para el trabajo ju-
rídico. 

 
Potenciar la profesión 
Fogliacco subrayó, en ese senti-
do, la importancia de que la ca-
pacitación conecte el conoci-
miento tecnológico con las nece-
sidades específicas de cada pro-
fesión. Sobre el curso, destacó 
que la propuesta cuenta con una 
docente que conoce “la tecnolo-
gía, lo empresarial y el campo del 
derecho y la abogacía”, una com-
binación que permite abordar las 
herramientas desde su aplicación 
en casos y situaciones concretas. 

La incorporación de la IA, sos-
tuvo, suele atravesar además un 
proceso de cambio en la percep-
ción de quienes inicialmente se 
muestran reticentes. “Yo he visto 
mucha gente que pasa de negarla 
a ser un entusiasta porque real-
mente soluciona un montón de 
cuestiones”, expresó. 

Para Fogliacco, una de las prin-
cipales oportunidades que ofre-
cen estas herramientas está vin-
culada con la posibilidad de re-
ducir la carga de tareas burocráti-
cas y liberar tiempo para activi-
dades que impliquen un mayor 
aporte profesional. 

En esa línea, consideró que la 
tecnología puede contribuir a 
“achicar los tiempos para abrir el 
abanico en el agregado de valor 
de la profesión”. La premisa es 
que la automatización y el proce-
samiento de información permi-
tan a los profesionales concen-
trarse en aquellas tareas en las 
que su conocimiento, criterio y 
experiencia resultan centrales. 

 
Apostar a la actualización 
Por su parte, Abriola destacó el 
valor de la alianza entre ambas 
entidades y la posibilidad de tra-
bajar conjuntamente en una te-

mática atravesada por transfor-
maciones tecnológicas que im-
pactan en distintas actividades. 
Detalló que el convenio abre una 
instancia de cooperación para 
generar propuestas y acompañar 
los procesos de actualización 
profesional. 

Abriola también puso el acento 
en “el valor de apostar a la capa-
citación profesional”, especial-
mente en un contexto en el que la 
actualización de conocimientos y 
la incorporación de nuevas he-
rramientas adquieren un papel 
cada vez más relevante. 

De la firma del convenio parti-
ciparon también el director de 
Operaciones y la Líder de Comu-
nicación y Marketing de Tecnolo-
gía con Propósito, Francisco 
Muzzio y Magdalena da Porta, y 
las coordinadoras de Comercio y 
Justicia Capacitaciones, Silvina 
Bazterrechea y Carolina Klepp. 

Inteligencia artificial para abogados: un curso para 
iniciarse y aplicar estas herramientas en la práctica  

La inteligencia artificial (IA) ya 
llegó a los estudios jurídicos y está 
modificando la manera en que los 
profesionales del Derecho traba-
jan, estudian y se relacionan con 
la información. Frente a este es-
cenario, Comercio y Justicia, en 
el marco de una nueva alianza de 
coorganización con Tecnología 
con Propósito, la fundación de la 
empresa Santex, lanza el curso 
“Inteligencia artificial para abo-
gados/as: curso introductorio y 
práctico”.  

La propuesta está pensada para 
quienes buscan dar sus primeros 
pasos en el uso de estas herra-
mientas con criterios de seguri-
dad, responsabilidad y aplicación 
concreta. 

El curso se desarrollará los 
martes 15, 22 y 29 de septiembre 
y 6 de octubre, de 18 a 20, bajo 
modalidad virtual, con clases en 
vivo por Zoom y grabaciones dis-
ponibles. La propuesta incluye 
certificado de participación y es-
tá dirigida a abogados y aboga-
das, procuradores, escribanos y 
equipos de estudios jurídicos. No 

se requieren conocimientos téc-
nicos previos. 

La propuesta parte de una pre-
misa concreta: incorporar IA al 
trabajo jurídico no supone con-
vertirse en especialista en tecno-
logía, sino aprender a utilizar es-
tas herramientas con criterio pro-
fesional. 

A lo largo de cuatro encuentros, 
los participantes podrán com-
prender qué es la IA generativa, 
por qué puede producir respues-
tas incorrectas y cómo formular 
instrucciones -prompts- que per-
mitan obtener mejores resulta-
dos. El recorrido busca trasladar 
esos conocimientos a situaciones 
habituales de la práctica profesio-
nal, como resumir documentos, 
extraer información relevante, re-
formular textos y redactar o revi-
sar cláusulas. 

El curso también pone espe-
cial énfasis en los aspectos que 
requieren una mirada crítica por 
parte de los profesionales del 
Derecho: confidencialidad, se-
creto profesional, errores, citas 
inventadas y responsabilidad en 

la utilización de contenidos ge-
nerados por IA. 

 
Un caso práctico como  
hilo conductor 
La capacitación tendrá un enfo-
que eminentemente práctico. 
Durante el curso se trabajará so-
bre un caso transversal: un con-
trato de locación recibido de un 
cliente. 

A partir de ese documento, los 
participantes podrán experimen-
tar con diferentes usos de la IA. En 
primer lugar, aprenderán a resu-
mir el contrato y extraer informa-
ción relevante, como obligacio-
nes, plazos y cláusulas de riesgo. 
Luego avanzarán hacia la redac-
ción asistida, la mejora de cláusu-
las y la traducción del contenido 
jurídico a un lenguaje más claro 
para el cliente. 

La propuesta apunta, además, a 
desarrollar una habilidad indis-
pensable: no aceptar automática-
mente las respuestas de una herra-
mienta de IA. Por eso, una parte del 
recorrido estará destinada a detec-
tar errores, revisar información y 

reconocer cuándo resulta conve-
niente recurrir a herramientas es-
pecializadas. 

El último encuentro estará dedi-
cado a pensar cómo incorporar la 
IA de manera gradual en un estu-
dio jurídico. La recomendación 
central será comenzar por tareas 
de bajo riesgo y mantener siempre 
el criterio profesional como ins-
tancia final de revisión y decisión. 

También se abordarán cuestio-
nes vinculadas con la ética y la 
responsabilidad profesional, in-
cluyendo la transparencia frente 
al cliente y las posiciones que vie-
nen adoptando colegios profesio-
nales y tribunales respecto del 
uso de inteligencia artificial. 

El objetivo es que los participan-
tes no solo terminen el curso con 
conocimientos sobre las herra-
mientas disponibles, sino también 
con criterios para decidir cuándo, 
cómo y para qué utilizarlas. 

 
Una especialista en productos  
digitales e IA 
La capacitación estará a cargo de 
Agustina Armella Alfaro, project & 
product manager especializada 
en productos digitales, gobernan-
za de datos, IA y transformación 
digital. Tiene más de cinco años 
de experiencia como líder de 
equipos multidisciplinarios en 

sectores como banca, retail, fin-
tech, legaltech y big data. Actual-
mente trabaja en Santex y forma 
parte del equipo de desarrollo de 
Legalia.  

 
Beneficios para la comunidad  
jurídica 
Como parte de la nueva alianza 
que da origen a esta propuesta, 
suscriptores de Comercio y Justi-
cia cuentan con 20% de descuen-
to, beneficio que se obtiene auto-
máticamente al iniciar sesión con 
usuario y contraseña. 

También se contempla 20% de 
descuento para la comunidad de 
la Fundación Tecnología con Pro-
pósito; 15% para socios de la Aso-
ciación de Magistrados y Funcio-
narios del Poder Judicial de Cór-
doba; y 10% para matriculados de 
los Colegios de Abogados de Cór-
doba, Río Cuarto, Bell Ville, San 
Francisco, Río Tercero, Cruz del 
Eje, Laboulaye, Marcos Juárez, Vi-
lla María y Villa Dolores. 

Además, tendrán 10% de des-
cuento las asociadas a la Asocia-
ción de Mujeres Jueces de Argen-
tina (AMJA), los empleados afilia-
dos a la Asociación de Empleados 
del Poder Judicial de la Provincia 
de Córdoba (AGEPJ), y el personal 
y familiares de la Legislatura de 
Córdoba. 

MARTÍN FOGLIACCO Y CARLOS ABRIOLA. Formalizaron el acuerdo que abre nuevas 
oportunidades de capacitación profesional.  

DANIEL BUSTOS
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a Sociedad Rural de Jesús Ma-
ría (SRJM) se encuentra feste-
jando sus primeros 80 años de 

vida institucional. Fundada oficial-
mente el 25 de agosto de 1946, la 
entidad ha consolidado un prota-
gonismo insustituible en la defen-
sa de los intereses de los producto-
res agropecuarios del centro-norte 
y noroeste de la provincia de Cór-
doba, transformándose en un refe-
rente gremial de peso federal.  

Para conmemorar este hito his-
tórico, la comisión directiva cele-
brará mañana viernes 28, a las 20, 
su tradicional Ágape Aniversario 
de los 80 Años en su Predio Ferial 
de Malabrigo. El evento de carác-
ter institucional reunirá a dirigen-
tes del sector, autoridades provin-
ciales y locales, y a parte de sus 
más de 3.000 socios activos. 

 
Orígenes de una  
visión transformadora 
La génesis de la institución se re-
monta a mediados del siglo XX. Un 
grupo de visionarios locales se reu-
nió en el histórico Hotel Victoria de 
Jesús María bajo el impulso de Fé-
lix Lucero, por entonces gerente de 
la sucursal del Banco de la Provin-
cia de Córdoba. Aquel encuentro 
fundacional buscaba crear una en-
tidad representativa que velara por 
los derechos e inquietudes de los 
productores del norte provincial. 

Tras la conformación de una 
comisión provisoria liderada por 
Félix Brusasca, Juan Avelino Gia-
veno y Juan Fassi, el 8 de septiem-
bre de 1946 quedó formalmente 
constituida la primera Comisión 
Directiva, presidida por Felipe 
Díaz y secundada por Zenón 
Moncada como vicepresidente. 
Meses más tarde, el 15 de febrero 
de 1947, se aprobaron los estatu-
tos societarios con la firma de 92 
socios fundadores. 

El arraigo territorial se consoli-
dó el 8 de febrero de 1949, cuando 
la institución adquirió una frac-
ción de tierra a la firma Col-Car 
SA en el barrio Malabrigo. Las ins-
talaciones iniciales, que fueron 
alquiladas a Micolini y Pedrazzi, 
se convirtieron con el transcurso 
de las décadas en el emblemático 
predio ferial desde el cual la SRJM 
proyecta su accionar técnico, co-
mercial y social a todo el país. 

Lucha gremial y el  
hito del Arco Noroeste 
La firmeza gremial ha sido la mar-
ca registrada de la Rural de Jesús 
María. Su participación activa du-
rante la crisis del campo en 2008 

con históricos tractorazos en la Ro-
tonda de Sinsacate marcó un hito 
en la protesta contra las retencio-
nes móviles fijadas por el Gobierno 
nacional de aquel momento. En el 
plano institucional, tras integrar 

durante décadas las filas de Cartez 
y CRA (desde 1956), la SRJM tomó 
en 2024 la decisión estratégica de 
desvincularse de estas estructuras 
nacionales debido a diferencias en 
la conducción y a la falta de res-

puesta ante reclamos específicos 
de la región.  

Así nació el Arco Noroeste, un 
bloque autónomo constituido jun-
to a otras rurales del norte y oeste 
cordobés para gestionar solucio-
nes directas a la problemática 
agropecuaria regional. 

Servicios, educación y compro-
miso socioambiental 

Hoy en día, la SRJM no sólo 
abarca el gremialismo campero si-
no que también ofrece una amplia 
plataforma de servicios para el sec-
tor agroindustrial: 

- Formación y Juventud: por 
medio de su Ateneo forma a las fu-
turas generaciones de dirigentes. 
Además, en 2018 fundó el Instituto 
de Educación Superior (ISRM) y 
acompaña a escuelas de la zona 
como la Asociación Educativa Pío 
León. 

- Laboratorios técnicos: brinda 
servicios diagnósticos especializa-
dos mediante su Laboratorio de 
Suelos, Agua y Semillas y el Labo-
ratorio de Sanidad Animal. 

- Sustentabilidad hídrica: facili-
tó en 2020 la creación del 1er. Con-
sorcio Integrado de Cuencas de 
Córdoba para la sistematización 
hídrica del centro-norte. 

- Impulso ganadero y comer-
cial: organiza el concurso ganade-
ro Block Test, fomenta la inserción 
laboral mediante su Bolsa de Em-
pleo y prepara para el mes de sep-
tiembre su emblemática Exposi-
ción Nacional de Ganadería, In-
dustria y Comercio. 

Fundada el 25 de agosto de 1946, la entidad cumple ocho décadas de liderazgo 
productivo en el centro-norte cordobés. Mañana viernes 28 llevará a cabo su 
ágape oficial aniversario en el Predio Ferial de Malabrigo

SRJM. Impulsó la creación del Arco Noroeste al desvincularse de Cartez.

PREDIO FERIAL DE MALABRIGO. Del 10 al 13 de septiembre será sede de la 79ª edición de la tradicional exposición anual.

La Sociedad Rural de Jesús María celebra 
80 años de trayectoria con foco en el  
desarrollo regional y la autonomía gremial

La Sociedad Rural de Jesús María 

trabaja con escuelas,  

universidades y jóvenes para 

acercarlos al mundo  

agropecuario, llevando cada año 

entre 4.000 y 4.500 alumnos a su 

exposición. Además, analiza la 

creación de una fundación  

con finalidad educativa para todo 

el norte provincial. 

+INFO

La 79ª Expo Rural de Jesús María 
2026 se realizará del 10 al 13 de 
septiembre en el Predio  
Malabrigo, celebrando los 80 
años de la Sociedad Rural  
de Jesús María con un día más  
de actividades y propuestas  
renovadas.

EL DATO
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ediante estas líneas nos proponemos reflexionar so-
bre el rol que cumple la abogacía en nuestra sociedad 
y su vinculación con los deberes éticos que rigen el 

ejercicio profesional. Mucho ha cambiado desde la sanción 
de la ley que regula nuestra actividad: Código Civil y Comer-
cial, modalidades de trabajo, oralidad, expediente electróni-
co, celeridad de las comunicaciones, redes sociales, inteli-
gencia artificial, incluso la solemnidad del trato y la forma de 
presentarnos ante los tribunales. Todos estos cambios 
transforman, de manera directa la práctica cotidiana de la 
profesión, la vinculación con los pares y la sociedad. 

Resulta imprescindible revisarnos, reflexionar sobre 
nuestro rol y repensar la forma en que nos vinculamos, así 
como el tipo de comunidad y de relaciones que queremos 
construir. 

Los principios, pautas y valores que orientan el ejercicio 
profesional no son inmutables; se encuentran en permanen-
te diálogo con las transformaciones sociales. Por tanto, la 
cuestión que se impone es determinar si esos valores deben 
o no adaptarse a las nuevas realidades sociales, tecnológi-
cas y culturales, o si su vigencia exige preservar su formula-
ción tradicional. 

El art. 19, inc. 1, de la ley 5805 establece que es deber del 
abogado “prestar su asistencia profesional como colabora-
dor del Juez y en servicio de la Justicia”. En concordancia 
con ese mandato, el capítulo dedicado a las Reglas Éticas 
enumera 28 incisos que precisan las conductas que reflejan 
esos principios. A su vez, el art. 50 dispone que corresponde 
al Tribunal de Disciplina juzgar “las faltas cometidas por los 
abogados en el ejercicio de la profesión o que afecten al de-
coro de ésta”. El concepto de decoro ha sido objeto de un 
amplio desarrollo doctrinario y jurisprudencial, pues se trata 
de una noción amplia y dinámica, que exige ser interpretada 
a la luz de las transformaciones de los distintos tiempos. 

El decoro profesional no es una noción anclada exclusiva-
mente en las formas externas del ejercicio. Por el contrario, 
representa un estándar ético que evoluciona junto con la so-
ciedad y que debe interpretarse a la luz de los valores que ca-
da época considera esenciales para la convivencia demo-
crática. La transparencia, el respeto en las comunicaciones 
digitales, la responsabilidad en el uso de las redes sociales y 
la conducta pública de los profesionales son hoy aspectos 
inseparables de la dignidad y prestigio de la abogacía. 

En este marco, nos propusimos explorar las reglas éticas 
de otras profesiones. Llamó nuestra atención el Código de 
Ética del Colegio de Arquitectos (decreto N° 2853/89), que 
establece deberes para con la sociedad, para con la profe-
sión y para con el comitente. De éstos nos parece dable des-
tacar la conciencia con la que se describen los deberes para 
con la sociedad. 

Este Código de Ética nos invita a pensar en nuestros pro-
pios deberes para con la sociedad superando la función esen-
cial que cumplimos en el servicio de justicia. La abogacía no 

puede reducirse a un rol técnico: es una profesión que incide 
de manera directa en la vida de las personas, en la confianza 
pública y en la calidad institucional. 

Debemos también preguntarnos qué espera hoy la socie-
dad de sus abogados. Ya no basta con el conocimiento téc-
nico de las normas o con la defensa diligente de los intere-
ses confiados. La ciudadanía demanda profesionales com-
prometidos con la verdad, el respeto institucional, la resolu-
ción pacífica de los conflictos, la buena fe procesal y la pro-
tección efectiva de los derechos. En un contexto de crecien-
te desconfianza hacia las instituciones, cada conducta indi-
vidual contribuye a construir o deteriorar la imagen colectiva 
de toda la profesión. 

Por ello, el ejercicio profesional debe desarrollarse con res-
ponsabilidad, probidad y respeto por las normas, velando 
por el prestigio de la profesión y evitando toda conducta que 
pueda afectar la confianza pública en la abogacía. Revalori-
zar nuestra profesión implica asumir que somos actores so-
ciales con impacto real, y que nuestras decisiones y accio-
nes, contribuyen a fortalecer o debilitar las bases de nuestra 
sociedad. 

El Tribunal de Disciplina de Abogados de la Provincia de Cór-
doba cumple un rol esencial en ese proceso, no solo por la san-
ción de conductas incompatibles con el ejercicio profesional, 
sino también como un ámbito institucional de reflexión y cons-
trucción de los valores que deben orientar a la abogacía con-
temporánea. Una abogacía que no solo está llamada a defen-
der los derechos de sus representados, sino también, cuando 
las circunstancias lo permitan, a evitar la escalada del conflicto 
y a contribuir de manera no confrontativa a la convivencia, la 
paz social y el fortalecimiento del Estado de Derecho. 

Pensar el futuro de la profesión exige debatir qué están-
dares éticos queremos promover, qué modelo de ejercicio 
profesional aspiramos a consolidar y qué ejemplo desea-
mos transmitir. Resulta ilustrativo observar cómo otros 
colegios profesionales han incorporado expresamente 
una dimensión social de la ética profesional. Así, el Código 
de Ética del Colegio de Arquitectos establece, entre los de-
beres para con la sociedad, la obligación de abstenerse de 
ejecutar actividades profesionales que impliquen un per-
juicio para el interés social, cualquiera fuere su naturaleza, 
aun cuando no estuvieren expresamente prohibidas por 
disposiciones legales. Del mismo modo, dispone que el 
profesional debe procurar que el resultado de su tarea 
constituya la mejor respuesta para los intereses de la co-
munidad. 

Estos principios trascienden el ámbito específico de la ar-
quitectura y expresan valores comunes a todas las profesio-
nes cuyo ejercicio posee una función social. La abogacía, co-
mo profesión comprometida con la defensa de los derechos 
y el acceso a la justicia, no puede permanecer ajena a esa 
evolución. 

Creemos firmemente que la ética profesional de la abogacía 
debe superar un enfoque exclusivamente punitivo. Ello supone 
comprender que la función disciplinaria no solo debe corregir 
las conductas incompatibles con la profesión, sino también 
promover un ejercicio profesional comprometido con la justicia 
y la confianza pública. Puesto que la legitimidad de la aboga-
cía no depende solo del conocimiento técnico de quienes la 
ejercen, sino de la confianza que la comunidad deposita en la 
integridad, independencia y responsabilidad social de sus 
profesionales. 

El camino de la ética

EL TIEMPO
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Luis Caputo, ministro de Economía de la Nación, al anunciar un impulso a los 
créditos hipotecarios con el Fondo de Garantías de Sustentabilidad de la Anses, 
usó el término “justicia social”, denostado por el presidente Javier Milei.

"Para este Gobierno, los créditos hipotecarios  
son una prioridad por diferentes razones.  
Una, porque hace a la justicia social. Nada más justo 
que una persona que tiene trabajo tenga acceso  
a una vivienda y no tenga que esperar 30 o 40 años 
para ahorrar y poder comprarla". 


